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I.   NOVEDADES NORMATIVAS.
1.  Estado.

Orden EHA/3411/2011, de 5 de diciembre (BOE 16 de diciembre de 2012), por la que se establece el nuevo sistema de Índices de Precios de Consumo, base 2011, que se aplica a partir de enero de 2012. Lleva a cabo un proceso del cambio de Sistema, que incluye la implantación de la nueva estructura de ponderaciones, la revisión de los productos, municipios y establecimientos seleccionados para la recogida de los precios y la actualización de la metodología de cálculo. Los Índices de Precios de Consumo, con base en el año 2011, utilizarán como referencia la Clasificación Internacional de Consumo (Classification of Individual Consumption by Purpose).
 Orden EHA/3479/2011, de 19 de diciembre (BOE 23 de diciembre de 2012), por la que se publican los límites de los distintos tipos de contratos a efectos de la contratación del sector público a partir del 1 de enero de 2012. Esta orden modifica diversos artículos del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, la Ley 24/2011 de contratos del Sector Público en los ámbitos de la defensa y la seguridad, y la  Ley 31/2007 sobre procedimientos de contratación en los sectores del agua, la energía, los transportes y los servicios postales.
Resolución de 27 de diciembre de 2011 (BOE 2 de enero de 2012), de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera, por la que se publica el tipo legal de interés de demora aplicable a las operaciones comerciales durante el primer semestre natural del año 2012. El tipo legal de interés de demora a aplicar durante el primer semestre natural de 2012 es el 8,0 por 100.
El BOE de 3 de febrero de 2012 publica la Corrección de errores del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público (TRLCSP). Tales correcciones afectan al Artículo 52.- Responsable del contrato,  y a la Disposición final segunda.- Títulos competenciales, en la que se determinan los artículos de la ley que tienen carácter básico, reconociéndosele con esta corrección tal carácter a determinados artículos (Artículo 83.- Certificaciones de Registros Oficiales de Licitadores y Empresas Clasificadas, y el párrafo 2º del apartado 1 del Artículo 84.-Certificados comunitarios de clasificación), en tanto no se consideran básicos otros (Artículo 93.-Revisión en casos de demora en la ejecución; Artículo 94.-Pago del importe de la revisión; Párrafo 2º del apartado 1º del Artículo 95.-Exigencia de garantía; Apartado 6º del Artículo 260.-Incorporación a títulos negociables de los derechos de crédito del concesionario).
Orden HAP/266/2012, de 6 de febrero, sobre índices de precios de mano de obra y materiales correspondientes a los meses de julio, agosto y septiembre de 2011, aplicables a la revisión de precios de contratos de las Administraciones Públicas (BOE 16 de febrero 2012)..
Real Decreto Real Decreto 488/2012, de 5 de marzo, por el que se modifica la letra d) de la cláusula 8 del pliego de cláusulas generales para la construcción, conservación y explotación de autopistas en régimen de concesión, aprobado por Decreto 215/1973, de 25 de enero. Se delimita con esta modificación las características de las mejoras que se pueden admitir, a propuesta del licitador de una concesión de autopista de peaje, a fin de evitar que los licitadores propongan mejoras no amparadas por el objeto de un contrato, pues la adjudicación de esas obras sin la debida publicidad resulta contraria a los principios de transparencia e igualdad, según ha declarado el TJUE. La reforma establece así límites cualitativos y cuantitativos a las mejoras. Entre los cualitativos está acotar las mejoras a concretos supuestos (características estructurales de la obra, régimen de explotación, medidas a evitar los daños al medio ambiente y recursos naturales, pero no ubicación), que, además, se complementa con una descripción de lo que, en ningún caso, se consideran mejoras. Entre los limites cuantitativos, se fija un límite objetivo que impide la existencia de mejoras cuando el valor estimado de las mismas exceda del 5 por 100 del valor estimado del contrato y se limitan las expropiaciones a una superficie que no exceda del 5 por 100 de la prevista en el anteproyecto que sirva de base a dicha licitación.
2.  Comunidades Autónomas.


A) Comunidad Autónoma de Aragón.


Ley 3/2012, de 8 de marzo, de medidas fiscales y administrativas de la Comunidad Autónoma de Aragón. La Ley incluye en el Titulo II dedicado a las medidas administrativas, distintas modificaciones legislativas, con el objetivo de dinamizar la actividad de determinados sectores económicos, simplificar trámites y suprimir cargas administrativas en los procedimientos y de abordar algunos aspectos organizativos. Dentro de estas medidas, se incluyen algunas relativas a la contratación pública por la importancia que esta despliega para particulares y empresas, para ello se incorporan en el articulo 33 varias modificaciones de la Ley 3/2011, de 24 de febrero, de medidas en materia de Contratos del Sector Público de Aragón. 
Según enumera la Exposición de motivos, se han incorporado medidas para favorecer el acceso de las pequeñas y medianas empresas a los contratos públicos, simplificando la documentación exigida y para facilitar los trámites administrativos al contratista propuesto como adjudicatario. También se busca limitar el ius variandi de la Administración Pública y ampliar los supuestos del recurso especial en materia de contratación y se prevén reformas para evitar conflictos a través de la creación del sistema de arbitraje. Por último, pretende impulsar la eficiencia en la contratación pública y la celebración de contratos de colaboración entre el sector público y el sector privado. Asimismo, se da nueva redacción al artículo 10 de la Ley 3/2011, en cuanto podría considerarse que excedió el ámbito competencial de la Comunidad Autónoma al regular el que denominaba procedimiento simplificado.

En cuanto a novedades, la Ley 3/2012 adiciona un nuevo artículo 12 bis a la Ley 3/2011, con el título «Publicidad de lo modificado», que exige que los actos del órgano de contratación por los que se acuerde la modificación de un contrato, se publiquen en todo caso en el Boletín y perfil en que se publicó la adjudicación, con indicación de las circunstancias justificativas, el alcance e importe del mismo, con el fin de garantizar el uso adecuado de la potestad de modificación. Asimismo, dichos acuerdos deberán notificarse a los licitadores que fueron admitidos a la licitación, incluyendo la información necesaria que permita al licitador interponer, en su caso, recurso suficientemente fundado contra la decisión de modificación de no ajustarse a los requerimientos legales.
Se adiciona un nuevo artículo 12 ter. relativo a «Ampliación del plazo para requerir documentación justificativa», que pretende solucionar los problemas prácticos que se presentan en relación con el plazo de 10 días hábiles que regula el artículo 151.2 TRLCSP, el cual resulta insuficiente cuando la propuesta de adjudicación del contrato recae en una UTE o si se trata de un contrato en el que la documentación a aportar, fundamentalmente la relativa a la justificación de disponer de los medios que se ha comprometido a adscribir al contrato, es muy compleja. En el primer caso la Ley amplía directamente dicho plazo a 20 días hábiles, en el segundo se permite que el órgano de contratación pueda, de forma motivada y en el momento de aprobación del expediente, ampliar el plazo con carácter general para todos los licitadores. Es una posibilidad para la que el propio artículo 151.2 TRLCSP faculta a las Comunidades Autónomas.

El artículo 17 de la Ley 3/2011, se modifica para incluir dentro de la competencia del Tribunal Administrativo de Contratos Públicos de Aragón, el conocimiento y resolución de los recursos especiales en materia de contratación en relación con los contratos de obras de importe superior a 1.000.000 de euros y de suministros y servicios de más de 100.000 euros, en tanto se considera que tienen carácter transfronterizo. 
Con la pretensión de favorecer la resolución rápida de conflictos, se introduce un nuevo artículo 22 dedicado al «Arbitraje» que dice textualmente: “Los distintos poderes adjudicadores sometidos a esta Ley podrán remitir a un arbitraje, conforme a las disposiciones de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, la solución de las diferencias que puedan surgir sobre los efectos, cumplimiento y extinción de los contratos que celebren, independientemente de la cuantía de los mismos”. Se permite pues a las Administraciones Públicas recurrir al arbitraje a pesar de que el artículo  50 TRLCSP, parece que lleva a interpretar que su aplicación está restringida   a los entes, organismos y entidades del sector público que no tengan el carácter de Administraciones Públicas, aunque también es cierto que la Disposición adicional del propio TRLCSP no solo admite el recurso al arbitraje para los contratos en el extranjero sino que en determinados casos lo aconseja.

B) Comunidad Autónoma de Castilla y León.

Por Ley 1/2012, de 28 de febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras, (BOCYL 29/02/2012), se ha creado el nuevo Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León. Tendrá su sede en Zamora y  los miembros que han sido nombrados para este Tribunal son los mismos que componen el Consejo Consultivo de la Comunidad. Será el órgano competente para el conocimiento y resolución de los recursos especiales en materia de contratación, y de las reclamaciones a que se refieran los artículos 40 del TRLCSP. Adoptará también, en su caso, las decisiones sobre la solicitud de medidas provisionales a que se refieren los artículos 43 del TRLCSP, y 103 de la Ley sobre procedimientos de contratación en los sectores del agua, la energía, los transportes y los servicios postales; es decir, conocerá y resolverá los recursos especiales y cuestiones de nulidad que se interpongan en el ámbito de los procedimientos de contratación de los organismos públicos de la Junta, universidades, ayuntamientos, y otros entes locales.
NOVEDADES JURISPRUDENCIALES.
Los siguientes comentarios jurisprudenciales versan sobre Sentencias, dictadas por el TS, en el intervalo temporal de 1 de diciembre de 2011 (última fecha a la que hacía referencia el anterior informe) a 29 de febrero de 2012, recogidas en el repertorio de jurisprudencia de ARANZADI. Habida cuenta del número de Sentencias dictadas por nuestro más Alto Tribunal únicamente se incluyen comentarios a las Sentencias del TSJ. de Aragón, dictadas en el mismo periodo. 

TRIBUNAL SUPREMO

- STS de 15 de diciembre de 2011(RJ/2012/513). Inexistencia de modificacion contractual. Silencio administrativo. Prescripción.


Dictada en recurso de casación deducido contra la Sentencia de la A.N. desestimatoria del recurso contencioso administrativo interpuesto contra la desestimación presunta de las solicitudes del pago de honorarios profesionales e intereses legales del contrato de asistencia técnica para la redacción del proyecto básico y de ejecución, y del estudio de seguridad y de salud para la rehabilitación del mercado central de Valencia.


Por parte del actor se pretendía el reconocimiento del aumento de honorarios pactados y ya percibidos porque sus prestaciones habían se habían incrementado como consecuencia de que el presupuesto de obra respecto al que se elabora el proyecto de asistencia técnica objeto de contratación había aumentado considerablemente, y ante el silencio de la Administración considera que éste debe interpretarse como positivo. De la prueba practicada ante el Juzgado de instancia se aprecia que el contratista había percibido sus honorarios pactados en el contrato y posteriormente, tras la aprobación por la Administración del proyecto que había redactado, firmó la recepción del contrato, sin que hasta el momento de la posterior reclamación hubiera manifestado que sus pretensiones habían aumentado a consecuencia del aumento del presupuesto del contrato de obra.


En el posterior contrato de ejecución de obra se constata un incremento del 1,25% de costes indirectos y una alteración del presupuesto de licitación de la obra, no del proyecto básico, en 1,4268%, y por ello el actor reclamó unos mayores honorarios de los percibidos así como intereses legales de los mismos, al considerar que el proyecto que efectuó hubo de sufrir modificaciones a instancias de otras Administraciones que han derivado en la modificación del presupuesto material de la obra.

En relación con el silencio la Sala reitera la doctrina contenida en la STS de 28 de febrero de 2007, de forma que la petición planteada ante la Administración por el actor no genera el silencio positivo, puesto que esa petición no inicia procedimiento a solicitud del interesado, ya que está inserta en un procedimiento iniciado antes de oficio por la Administración, dado que la ley no se refiere a peticiones o a reclamaciones  a instancia del interesado y si a procedimientos iniciados a instancia del interesado, y en el caso de autos, el procedimiento estaba iniciado de oficio.


Otra de las cuestiones aducidas en la casación consiste en la infracción del articulo 102 LCAP y de la doctrina contenida en la STS de 8 de julio de 2004, dictada en unificación de doctrina sobre el plazo de prescripción de las reclamaciones en materia de contratación. La Sentencia de instancia reconoce que la entrega del proyecto básico se realizó sin formular protesta alguna por la supuesta falta de pago de los honorarios que la parte recurrente consideraba incrementados. El pago del exceso de honorarios ha de realizarse de oficio por la administración cuando se impone al contratista una determinada modificación, circunstancia que no se produce en el supuesto analizado. El contratista puede promover la correspondiente reclamación en el plazo de cuatro años, pero la Administración procedió a la liquidación definitiva y a la cancelación de la fianza prestada del contrato suscrito. No resultando estimable el argumento de que el proyecto finalmente entregado fue diferente del inicialmente adjudicado, pues no existió una modificación contractual, lo que se incrementó es el presupuesto de ejecución material de la obra, pero no el del proyecto básico, plenamente ejecutado y liquidado.

STS de 15 de diciembre de 2011 (JUR/2012/514). Indemnización por suspensión de obras al carecer de disponibilidad de los terrenos; Derecho al abono de obras efectivamente realizadas con el consentimiento de la Administración. Inexistencia de enriquecimiento injusto.

Dictada en recurso de casación deducido contra Sentencia del TSJ de Valencia que estimó en parte el recurso contencioso administrativo interpuesto contra la resolución de la Consejería de Infraestructuras de la Generalidad Valenciana, que desestimó una solicitud referente a la medición general de una obra de “concentración, supresión y mejora de la línea 1 del FGV”. En concreto la Sentencia de instancia declaró el derecho de la recurrente al abono de 271.674 euros por las obras ejecutadas y no pagadas por la Administración, el derecho a ser indemnizada por la paralización de las obras y el derecho a los intereses leales devengados por dichos conceptos.


El plazo de ejecución de las obras estaba inicialmente fijado en 4 meses y medio, pero efectuada el acta de comprobación del replanteo el 22 de febrero de 2001, las obras estuvieron suspendidas 230 días por falta de disponibilidad de los terrenos. En el supuesto analizado resulta acreditada la demora de la obra en el periodo de tiempo que transcurre entre la comprobación del replanteo y la fecha de comienzo efectivo, por las circunstancias reseñadas, por ello a juicio de la Sala en tales circunstancias corresponde a la Administración resarcir de los daños y perjuicios que la demora haya podido ocasionar al contratista, precisando que el hecho de que éste no hubiera formulado reserva alguna en el momento del replanteo, no libera a la Administración contratante de poner al contratista en la posesión de los inmuebles necesarios para la realización de las obras.


En relación con la ejecución de unidades de obras no contenidas en el contrato, deben darse por ciertos los siguientes hechos: Se ejecutaron unidades de obra dispuestas por la Administración y fueron realizadas en beneficio de ésta; Dicho exceso produce un enriquecimiento para la Administración y un consiguiente empobrecimiento para la contratista, que impone a aquella la obligación de pagar el coste de dichas obras; El perito judicial llegó a señalar hasta 119 partidas discrepantes, consistiendo su trabajo en identificar todas y cada una de las diferencias, comprobar in situ la ejecución, así como su procedencia y mediciones y revisar los precios aplicados y constatar pormenorizada y numéricamente la veracidad de lo reclamado. En consecuencia la Sala considera adecuada a Derecho la obligación de abono de dichas obras no previstas en proyecto, efectivamente realizadas de acuerdo con la Administración.

Por último, en consecuencia con lo argumentado, la Sala considera que no se produce enriquecimiento injusto por parte del contratista, al entender que no concurren las circunstancias que justifican su consideración: Aumento del patrimonio del enriquecido; correlativo empobrecimiento de la parte actora; concreción de dicho empobrecimiento representado por un daño emergente o un lucro cesante, la ausencia de causa o motivo que justifique aquel enriquecimiento e inexistencia de precepto legal que excluya la aplicación del citado principio.

STS de 23 de diciembre de 2011 ( JUR/2012/12477). Calculo de la compensación financiera en contratos bajo la modalidad de abono total del precio.


Dictada en recurso de casación deducido contra Sentencia de la AN estimatoria del recurso interpuesto contra desestimación presunta  y posterior acto expreso por el que se desestimaba recurso de reposición contra la aprobación de la liquidación de las obras “Variante Población, Carretera N-332”.

Las obras realizadas mediante contrato bajo la modalidad de abono total del precio al tiempo de terminación de las obras, tuvieron comienzo el 12 de noviembre de 2002 y a consecuencia de la tramitación de un modificado, su plazo de ejecución quedo diferido hasta el 12 de septiembre de 2005. La contratista consideraba que la compensación financiera a la que tenia derecho debía referirse al nuevo plazo real de ejecución, negando la aplicabilidad de la clausula 15.4,c) del Pliego de Cláusulas Administrativas particulares que regulaba los supuestos de abono de dicha compensación en los supuestos de obras entregadas después de haberse cumplido el plazo de ejecución previsto en el contrato.

La mencionada cláusula 15, regulaba las distintas modalidades de calculo de la compensación financiera, distinguiendo tres supuestos: que la obra hubiera sido recibida por la Administración cumpliéndose el plazo de ejecución o después de haberse cumplido por causas imputables al contratista; antes de haberse cumplido el plazo de ejecución previsto en el contrato; después de haberse cumplido el plazo por causas no imputables al contratista. La Sala destaca que se observa que el plazo de ejecución de la obra estaba referido al previsto por el contratista en el Programa de trabajo, por lo que la compensación financiera no quedaba pactada definitivamente en el contrato sino que su calculo y cuantía final dependían de una serie de circunstancias, resultando determinante el momento de entrega de la obra. Las partes asumen que el cálculo de la compensación debía hacerse conforme a la clausula prevista en el apartado c).

La Sentencia de instancia estimó el recurso de la contratista sin reparar que en el cálculo de la compensación financiera, la Administración tuvo en cuenta no solo el plazo de ejecución inicialmente previsto sino también el correspondiente a la modificación aprobada, acordando aprobar el gasto referente a dicho incremento de compensación y la modificación numero 1, por lo que la Sala del TS considera que la discrepancia queda reducida a la concreta cuantificación efectuada en la liquidación de las obras para lo cual resulta determinante el programa de trabajo final y definitivo al que ha respondido la ejecución de la obra.

La contratista reclama sobre la base de 34 meses de ejecución el abono de 1.625.895,63 euros obtenidos de aplicar a todos los periodos de tiempo, semestrales o inferiores por igual, la formula: presupuesto semestral de inversión, multiplicado por el interés total anual y por el tiempo en meses de devengo de intereses, dividido todo ello por doce meses. La Sala no acepta dicha cuantía porque no se ajusta al PCAP que establecía una formula de cálculo para la compensación financiera para los periodos semestrales completados distinta de la prevista para el calculo de la correspondiente al último periodo de ejecución inferior a un semestre, pudiendo residir en esta circunstancia el diferente resultado que obtiene en su calculo así como en el hecho de que la liquidación efectuada por la contratista, adiciona a los 31 meses un total de 3 meses más aún cuando no se corresponden con periodos de tiempo en los que no se realizó inversión alguna por parte de aquella. 

STS de 9 de enero de 2012 ( RJ/2012/9). Resolución del contrato. Oposición del contratista a la liquidación. Informe preceptivo del CE u órgano equivalente. Notificación conjunta de resolución  y liquidación en supuesto de continuación de las obras con otro empresario.


Dictada con motivo de recurso de casación deducido contra Sentencia del TSJ de Asturias que estima el recurso interpuesto contra acuerdo de la Confederación Hidrográfica del Norte que resuelve un contrato de construcción de colector interceptor general del Río Nalón y se citaba al contratista para la comprobación, medición y liquidación de las obras, y se iniciaba con carácter de urgencia la contratación de las obras con otro empresario.

La Sentencia de instancia, consideraba que dado que hubo oposición por parte del contratista a la resolución contractual y que se había omitido la emisión de informe previo del Consejo de Estado u órgano autonómico equivalente, debía admitirse el motivo de nulidad esgrimido por la actora, en coherencia con la doctrina jurisprudencial dictada que consideraba la falta de dicho informe como vicio esencial de anulabilidad de todas las actuaciones tramitadas con posterioridad, acordando la retroacción de éstas. No obstante, debe destacarse que la resolución se efectuó a instancias del contratista, por causa no imputable al contratista y que éste recurrió posteriormente contra la aprobación de la liquidación del contrato.

A juicio de la Sala, la sentencia de instancia confunde la “resolución” y la “liquidación” que deba practicarse a resultas de aquella, confundiendo con ello la resolución del contrato con los efectos que derivan de la misma. La resolución puede efectuarse por las causas previstas en los artículos 111 y 149 TRLCAP. El expediente puede  iniciarse de oficio o a instancia del propio contratista, operando en esta fase la oposición a la resolución del contrato por parte del contratista siendo necesario el informe preceptivo del Consejo de Estado u órgano equivalente. En el caso de autos no cabía la oposición puesto que la resolución fue a instancia del contratista.

Los efectos que derivan de la resolución, se establecen en resolución aparte, que puede ser sucesiva o simultánea a aquella, de conformidad con el articulo 151 TRLCAP. La oposición del actor lo fue respecto a los efectos de la resolución, por lo que la Sala estima el recurso de casación al haber interpretado y aplicado de forma incorrecta la sentencia de instancia los artículos 59.3,a) 149 y 151 del TRLCAP.

La segunda cuestión que se aborda es la determinación de la causa que resolvió el contrato. El contratista solicitó la resolución, en virtud del articulo 149,c) del TRLCAP, por suspensión de las obras por plazo superior a 8 meses, y al amparo de la letra d) del mencionado artículo, relativo a la modificación del proyecto inicial por porcentaje superior al 20%.  El acuerdo de resolución se adoptó por la CHN en virtud del artículo 149, d) sin motivar porque no concurría el supuesto previsto en la letra c) y aducido por el contratista. En autos queda acreditada la paralización de las obras desde agosto de 2004, y la propia Administración al acordar la resolución aceptó que no existían causas imputables al contratista. A juicio de la Sala concurrían dos causas de resolución, con efectos económicos distintos, siendo la primera causa de resolución en el tiempo la paralización de las obras, por lo que debió aplicarse de manera preferente.

Dado que el acuerdo recurrido disponía asimismo que con carácter de urgencia se iniciara la contratación de las obras con otro empresario, de conformidad con el articulo 172.3 del RGLCAP la liquidación de las obras, obras realizadas y saldos pertinentes, debió notificarse al contratista junto al acuerdo de resolución. Al no hacerlo así, no notificando conjuntamente la liquidación de las obras al contratista con la resolución del contrato, la Administración incurrió en infracción del meritado articulo 172.3 RGLAP

STS de 12 de enero de 2012 ( RJ/2012/20). Solvencia económica y financiera y profesional y técnica. Medios acreditativos.


Dictada en recurso de casación deducido contra Sentencia del TSJ de Castilla-León por el que se desestima recurso contencioso administrativo interpuesto contra resolución de la Dirección General de Infraestructuras y Equipamientos de la Consejería de Educación de la Junta de Castilla-León por la que se desestima recurso de alzada contra la resolución de la mesa de  contratación por la que se excluyó a la mercantil actora del procedimiento de adjudicación del contrato de determinación del tipo del mobiliario escolar, material didáctico y demás equipamiento con destino a centros escolares.

El pliego de condiciones administrativas particulares que regia la contratación en su cláusula 5.4.1 establecía como medio de acreditación de la solvencia económica y financiera del contratista la “declaración relativa a la cifra de negocios global realizados por la empresa en el curso de los últimos tres años, por importe superior a 150.000 euros/año” La Administración contratante consideró que la sociedad recurrente no acreditaba la solvencia porque inició sus operaciones en agosto de 2003, es decir dos años antes de la licitación, por lo que no podía hacer una declaración en el espacio establecido en la clausula porque no era posible efectuar una transferencia de las cifras globales de negocio de otras mercantiles que junto con la recurrente formaban un grupo de empresas.

La mercantil da prevalencia como documento acreditativo de su solvencia a un informe bancario que a su juicio cumple con lo preceptuado en el articulo 16,a) del TRLCAP, cuando es el apartado c) de dicho artículo el que establece la exigencia de una declaración relativa a la cifra de negocios global y de los suministros realizados en los últimos tres ejercicios. Por otra parte es el articulo 18 el que establece que en los contratos de suministros la solvencia técnica de los empresarios se acreditará por uno o varios de los medios que se enumeran especificando en el epígrafe a) “por relación de los principales suministros efectuados durante los tres años últimos años, indicándose su importe, fechas y destino público o privado”. 

Corresponde al órgano de contratación, según el artículo 11 del RGLCAP, y no al licitador fijar en el pliego de condiciones la referencia a los criterios que, basados en los medios que establecen los artículos 16, 17  y 18 TRLCAP se aplicarán para la seleccionar a las empresas que podrán acceder a la adjudicación del contrato.  

La Sentencia de instancia desestimó el recurso aplicando dicho  criterio haciendo referencia al informe de la JCCA de 17 de marzo de 1999 que se había manifestado en dicho sentido. La Sala confirma la Sentencia recurrida afirmando que el articulo 18 del TRLCAP faculta al órgano de contratación para exigir todos los medios de justificación de la solvencia técnica que enumera, sin que el licitador tenga facultades en dicho extremo. Asimismo resalta que el pliego de clausulas no fue impugnado en vía judicial por lo que dada la naturaleza contractual y no reglamentaria de los mismos la falta de impugnación convalida sus posibles vicios a menos de que se trate de vicios de nulidad de pleno derecho.

STS de 12 de enero de 2012. ( RJ/2012/21). Abono de trabajos adicionales. 

Dictada con motivo de recurso de casación deducido contra Sentencia del TSJ de Madrid que estimó parcialmente el recurso interpuesto por inactividad de la Administración al no haber contestado la solicitud sobre abono del importe de trabajos adicionales, más los intereses y la devolución de fianza como consecuencia de la ejecución de un contrato de asistencia técnica en el deslinde de los TTMM del Levante y Sur de Mallorca y restantes de Ibiza.

La Sentencia de instancia consideró probado que el contrato consistía en prestar la asistencia técnica para el apoyo a los funcionarios instructores del deslinde de la zona de dominio público marítimo terrestre para que partiendo de la cartografía actualizada obtenida con anterioridad se pudiera completar las operaciones necesarias que culminarían en la redacción de proyectos específicos, estando referido para el litoral del Levante y Sur de Mallorca y restantes de Ibiza y no limitado a 197,60 Km. como pretendía el recurrente. El hecho de que los antecedentes el pliego de prescripciones técnicas explicase que un 40% de los 494 Km. del deslinde aprobado anteriormente cumplía con la ley de costas no conllevaba que el contrato se limitase a los 197,60 Km. restantes, dado que el objeto del contrato se encontraba reflejado en el anejo de los planos de situación de los tramos de costa afectados.

Cuestión distinta era que la cartografía facilitada al contratista resultase defectuosa, lo que obligó a la dirección del contrato a encomendar al recurrente la realización de estudios previos por información defectuosa en los planos relativos a 100 Km. de costa, y la definición de la línea de dominio público antigua no facilitada en 120 Km. de costa. Por ello el TSJ de Madrid reconocía la procedencia de indemnizar las obras adicionales que se habían realizado, circunscritas a dichos trabajos, no superando un adicional del 10%.

La Sala confirma el objeto del contrato, no limitado a los pretendidos 197,60 Km. ya mencionados, considerando que efectivamente las obras adicionales eran modificaciones a las propuestas de deslinde, producidas conforme iban variando los distintos y sucesivos datos suministrados en razón de la información facilitada, confirmando la improcedencia de un proyecto modificado, como se pretendía por el contratista, al no haberse producido modificaciones sustanciales sino rectificaciones a valoraciones precedentes, derivadas de datos ofrecidos con carácter indicativo. consecuencia confirmó la Sentencia recurrida.

STS de 19 de enero de 2012 (JUR/2012/51567). Unificación de doctrina. Idoneidad para redacción de proyecto y dirección de obra de pabellón polideportivo. STS. De 20 de febrero de 2012 (JUR/2012/81268).

Dictada en recurso de casación para unificación de doctrina interpuesto por el Colegio Oficial de Ingenieros de Caminos, Canales y Puertos como consecuencia de Sentencia desestimatoria del recurso contencioso administrativo contra resolución de la Consellería de Deportes por la que se desestimaba recurso promovido contra la resolución por la que se convocaba licitación de un contrato de asistencia para la redacción del proyecto técnico básico y de ejecución y de seguridad y salud y dirección de obra, en calidad de arquitecto, para construcción de un pabellón polideportivo.

Ante la existencia de diversas resoluciones judiciales, dictadas por los TSJ de Extremadura, Valencia y Santander, que contenían pronunciamientos dispares en supuestos similares al enunciado la Sala del TS manifiesta su criterio y procede a la unificación de doctrina al respecto. Así afirma que el criterio jurisprudencial claramente aplicable resulta de considerar que cuando la naturaleza de la obra exige la intervención exclusiva de un determinado técnico, como sucede en el caso de construcción de una vivienda urbana, la competencia aparece indubitada y reconocida al Arquitecto y, en su caso, al Arquitecto técnico, pero cuando como sucede en este caso, se convoca un concurso de un contrato de consultoría y asistencia técnica para la redacción de un proyecto técnico básico y de ejecución de construcción de un complejo polideportivo en Instituto de Enseñanza Secundaria, en que concurren, por su carácter multidisciplinar diversos factores (estudio de salud y seguridad, dirección de obra y el complejo no está destinado, con exclusividad, a vivienda urbana) no se da una atribución específica competencial, ya que como hemos subrayado, por el análisis de la jurisprudencia precedentemente invocada, la tendencia es no admitir un monopolio profesional en la proyección de todo tipo de construcciones, sino que, en estos casos los conocimiento del técnico se corresponden con la naturaleza y clase del proyecto.

Se impone, así, la conclusión de primar el principio de idoneidad al de exclusividad, doctrina que subraya la capacidad técnica de los licitadores y es coherente con la jurisprudencia del TJUE sobre la libre concurrencia.

STS de 2 de febrero de 2012 (JUR/2012/62031). Adjudicación de la Plaza de Toros de las Ventas. Valoración efectuada por la Mesa de Contratación.; STS 3 de febrero de 2012 ( JUR/2012/62031). Prórroga contrato Plaza de las Ventas, 2008-2009.

Dictada con motivo de recurso de casación contra Sentencia del TSJ  de Madrid desestimatoria del recurso contencioso administrativo interpuesto contra Orden de la Vicepresidencia de la CA de Madrid por la que se adjudica el contrato de gestión de servicio público de la Plaza de Toros de las Ventas. 

La primera cuestión que se plantea cuestiona la valoración efectuada por la Mesa de contratación y confirmada por la Sentencia de instancia del segundo criterio establecido en el pliego de cláusulas administrativas particulares denominado "programación global de la temporada taurina de 2007 y líneas generales de la siguiente".  Frente a la acusación de arbitrariedad de la Administración planteada por la recurrente, en relación con la puntuación otorgada al apartado A) de dicho criterio de valoración, puesto que sobre un máximo de 9 puntos posibles, "TAURODELTA" obtuvo 7 y la recurrente únicamente 7,5 puntos, a pesar de que esta última ofertó 118 festejos -91 de ellos en Las Ventas, durante la temporada 2007-, mientras que "TAURODELTA" tan sólo ofertó 90 -78 en Las Ventas-, lo que representa, en beneficio de "TOREART" un 25% más de espectáculos, la Sala desestima su pretensión impugnatoria, al considerar que ni la valoración ni la sentencia recurrida adolecen de falta de motivación,  apreciando, razonadamente, el margen de libre valoración de la mesa de contratación sobre este concreto particular..

En particular la Sala considera que no puede ser objeto de reproche que se incluyan en los pliegos circunstancias que refuercen la calidad de las ofertas sobre la base de criterios de carácter objetivo, con la única finalidad de lograr la selección más adecuada. Como consecuencia de ello, la Administración cuenta aquí con un margen de discrecionalidad, controlable en vía contenciosa a través de la motivación de los actos decisorios del correspondiente procedimiento, y siempre tomando como referencia obligada e ineludible los criterios de selección detallados en los pliegos de cláusulas administrativas particulares.

El segundo motivo de impugnación arguye la vulneración del artículo 24.1 de la Constitución en conexión con los artículos 120.3 de la citada norma constitucional  con respecto a la valoración del tercer criterio del pliego de cláusulas administrativas particulares, en el extremo relativo a la valoración de la experiencia y, concretamente, al cómputo de los festejos acreditados por la recurrente. En particular se plantea que la sentencia impugnada omite pronunciarse sobre las argumentaciones planteadas por la recurrente en el  escrito de demanda, en la que se demostró que la Administración había errado de forma manifiesta a la hora de valorar y puntuar el número de festejos acreditados por la entidad "TOREART" en plazas de primera y segunda categoría. Así, denuncia que la Administración únicamente ha valorado 14 festejos, lo que sin duda equivale a tomar en consideración un parámetro erróneo, privando a la parte recurrente de obtener una mayor puntuación a efectos del concurso.

A juicio de la Sala queda debidamente acreditado en  el expediente administrativo  que la mesa de contratación decidió no valorar los llamados festejos menores, tales como recortadores, espectáculos cómicos y novilladas sin caballos, valorando únicamente las corridas de toros, corridas de rejones y novilladas con picadores, concurriendo la circunstancia de que el divisor para las plazas de primera categoría fuera de 74, según el número máximo de festejos mayores celebrados en una plaza de primera, y que el divisor para plazas de segunda categoría fuera de 14, en cuanto al número máximo de festejos mayores celebrados en plazas de segunda. Asimismo recuerda la jurisprudencia del TC y TS por la que  la revisión jurisdiccional por parte de los Tribunales de Justicia de la discrecionalidad técnica de los órganos administrativos encargados de resolver los concursos de contratación administrativa no puede extenderse al análisis de los aspectos de naturaleza técnica y especializada, que, en función precisamente de esa misma naturaleza, corresponde realizar a órganos especializados de la Administración. En el supuesto enjuiciado se ha observado el requisito de motivación suficiente puesto que el conjunto de las actuaciones practicadas permite constatar que los aledaños o actos preparatorios y desencadenantes del correspondiente juicio técnico han tenido en cuenta los presupuestos constitucionales derivados de los principios de igualdad y capacidad, así como de interdicción de la arbitrariedad y de situaciones productoras de indefensión.

 El tercer motivo de casación denuncia inobservancia del artículo 24.1 de la Constitución en conexión con los artículos 120.3 de la misma Carta constitucional,  en cuanto que los razonamientos de que consta la sentencia recurrida son manifiestamente irrazonables e ilógicos, pues existen indicios de ilegalidad en la adjudicación del contrato a la empresa recurrida, a raíz de la acreditación de una experiencia profesional determinada mediante la aportación de documentos no veraces o inexactos, que provocaron la confusión de la Administración a la hora de valorar su oferta. Alega la sociedad recurrente que en la sentencia que ahora se impugna se afirma que "es muy importante resaltar que el recurrente presentó querella por falsedad documental en relación con muchos de los documentos presentados por la parte recurrida a fin de acreditar su experiencia", razón por la que este procedimiento fue suspendido por prejudicialidad penal, habiéndose reanudado en la medida en que el procedimiento penal ha sido archivado.

El procedimiento al que se alude en la sentencia  fue archivado por la Audiencia Provincial de Madrid mediante auto de 14 de abril de 2009, por considerar que los hechos enjuiciados no eran constitutivos del delito de falsedad documental tipificado en el Código Penal y la circunstancia de que la Audiencia Provincial de Madrid no haya apreciado la existencia de un delito, en nada afecta a los argumentos jurídico-administrativos expuestos por la recurrente en el seno del procedimiento ordinario n° 70/07.

La mercantil recurrente reprocha a la sentencia recurrida que no ha acreditado toda la experiencia y que la fundamentación jurídica utilizada por el Tribunal de instancia está incompleta, dado que a pesar de reconocer errores de la Administración a la hora de valorar la experiencia de "TAURODELTA" en el marco del concurso de 2006, omite pronunciarse sobre el impacto que dichos errores han tenido en la puntuación final otorgada a dicha empresa, cuando ésta ha quedado debidamente acreditada con las actas notariales de manifestaciones presentadas por dicha entidad fuera del concurso, concretamente junto con su escrito de contestación a la demanda y en fase de prueba con respecto a las plazas de toros de Cáceres, Cuenca, Salamanca, Badajoz, Zamora, Palencia y Tarragona.

La Sala inadmite el motivo de impugnación pues lo que se persigue es revisar la prueba practicada, dado que la interpretación que de ella hace la Sala de instancia no resulta favorable a los intereses de la recurrente, pero lo que no cabe es que el Tribunal de casación sustituya por la suya propia la valoración de la prueba hecha por el Órgano jurisdiccional de instancia. Se está cuestionando la fijación de los hechos efectuada en la sentencia de instancia, con referencia incluso a las consecuencias que para la determinación de tales hechos pudieran derivarse, en su caso, del auto de archivo adoptado en las actuaciones penales anteriormente referidas, y la parte recurrente no justifica ninguna de las infracciones que permitan a esta Sala entrar a revisar la valoración de prueba efectuada en la instancia, limitándose a proponer una nueva evaluación por este Tribunal, al margen de la atribución de concretas infracciones a la efectuada en la instancia, lo que es improcedente en casación.

El cuarto motivo de controversia radica en el supuesto incumplimiento de los artículos 14 de la Constitución y 11.1 del Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, dado que a  juicio de la recurrente, la sentencia de instancia, de forma improcedente, ha valorado numerosa documentación incorporada por "TAURODELTA" en el seno mismo del proceso judicial para intentar acreditar su experiencia, a través de documentos aportados una vez vencido el plazo de presentación de solicitudes durante la sustanciación del concurso en su día convocado por la Administración..

La Sala considera que  la sentencia de instancia no permite a la adjudicataria la acreditación ex novo del cumplimiento de determinados criterios del pliego, sino que confirma las puntuaciones reconocidas por la Administración, en el específico ejercicio de su discrecionalidad técnica, atendiendo al contenido de las distintas ofertas presentadas obrantes en el expediente administrativo y la prueba practicada en el proceso. Por ello no se vulnera el principio de igualdad de oportunidades en el concurso, pues la Administración convocante, a través de las actuaciones practicadas no incurre en arbitrariedad 

La quinta cuestión controvertida, afecta a la valoración de los compromisos firmes suscritos con toreros y ganaderos integrada dentro del criterio segundo del pliego de cláusulas administrativas, referente a la programación global de la temporada, El pliego de condiciones preveía que uno de los criterios consistía en la aportación de compromisos  firmes suscritos con toreros y ganaderías de prestigio, como aspecto que se valoraría muy especialmente. La Sentencia de instancia asumió como debidamente fundado el criterio de la Mesa de contratación por el que considera que lo que las partes presentaron al respecto eran meras cartas promesas, precontratos o similares, que desde un punto de vista jurídico no tienen el valor y la eficacia contractual que puede tener un compromiso firme .Frente a ello la recurrente afirmaba que su documentación contenía  compromisos firmes tanto con toreros incluidos entre los punteros del escalafón como con ganaderías de prestigio,

La Sala considera como debidamente acreditado que ninguna de las tres ofertas concurrentes aportó ni un solo compromiso firme de ningún torero o ganadero, limitándose a aportar cartas de intenciones ó promesas de los mismos profesionales y ganaderos, carentes de suficiente valor jurídico que, en su caso, se materializarán en el momento de plantearse la contratación definitiva: fecha de actuación, compañeros de cartel ó ganaderías a lidiar. En este sentido queda acreditado que todas las cartas de intenciones están sometidas a una condición: en lo que respecta a los toreros, ponerse de acuerdo en la fecha de su actuación, así como la ganadería a lidiar, los compañeros de cartel y los honorarios; y en lo que concierne a los ganaderos, tener toros válidos para Madrid y pasar el reconocimiento veterinario.

Un nuevo motivo de controversia radica en la valoración de las novilladas de promoción integrada dentro del criterio segundo del pliego de cláusulas administrativas particulares sobre la programación global de la temporada taurina. Considera la recurrente que la Sentencia de instancia se apoya en una motivación ilógica y deficiente porque reconoce que dicha parte ofertó 14 novilladas de promoción frente a las 7 que ofertó la adjudicataria y sin embargo, sobre un total de 6 puntos, la diferencia entre ambas ofertas fue únicamente de 1 punto: 4,50 puntos otorgados a la recurrente y 3,50 puntos concedidos a la entidad recurrida, es decir, casi la misma diferencia por la que resultó ganadora del concurso la propia adjudicataria (1,28 puntos).

Nuevamente la Sala desestima el motivo de impugnación porque "en el pliego no solo se valora la más abundante programación de novilladas, sino que se dice que se valorara la mejor y más abundante es decir, introduce el criterio cualitativo y cuantitativo, de donde se infiere que, aun siendo superior cuantitativamente la oferta de la recurrente, cualitativamente se entendió preferente la de la adjudicataria, en el ejercicio de la discrecionalidad técnica. 

Una nueva cuestión planteada  versa la conculcación de los mismos artículos 24.1 y 120. 3 de la CE dado que la baremación llevada a cabo por la Administración no ha sido objetiva y no ha respetado la adecuada proporción a la hora de puntuar las ofertas sobre la valoración económica del plan de publicidad. En opinión de la sociedad recurrente, la Administración contratante, sobre un máximo de 14 puntos, otorgó a la adjudicataria 10,15 puntos y a la recurrente 13 puntos. De acuerdo con la cláusula 18 del referido pliego, la valoración económica del plan de publicidad constituye el parámetro fundamental para conceder mayor o menor puntuación. Pues bien, la diferencia de la inversión en publicidad ofertada es de aproximadamente 2.500.000 euros a favor de la propia recurrente, lo que no puede justificar de manera objetiva una diferencia de 2,85 puntos y si las ofertas son parecidas, como reconoce el Tribunal de instancia, la diferencia cuantitativa con respecto a la aportación económica debe traducirse necesaria y lógicamente en una diferencia superior a los 2,85 puntos entre ambas ofertas.

Nuevamente el motivo de impugnación es desestimado al pretender una nueva valoración probatoria, contraviniendo la doctrina jurisprudencial dictada respecto a la impugnación de la prueba en el seno del recurso de casación, que se ha expuesto con anterioridad.

Un nuevo motivo de impugnación consiste en la incorrecta valoración y puntuación del quinto criterio establecido en la cláusula 18 del pliego de cláusulas administrativas particulares, referente a la promoción de la fiesta de los toros. La Sala desestima el motivo ya que en la instancia la recurrente no impugnó la concreta valoración otorgada en ese apartado relativo a la denominada promoción de la fiesta de los toros, de suerte que, no impugnándose la valoración reconocida por la mesa en relación a dicho criterio, carecía de relevancia que la citada sentencia abordase el referido extremo, al no influir en la puntuación otorgada y, en definitiva, al no afectar a la adjudicación cuestionada.

Por último se plantea como motivo de impugnación que la sentencia recurrida  en su fundamento séptimo referido a la valoración del criterio sobre las aportaciones a la Escuela de Tauromaquia, sostiene que se no se aprecia "la desproporción alegada por la recurrente teniendo en cuenta que al mejorar la oferta de la adjudicataria le fueron otorgados 1,75 puntos más", siendo lo cierto que la recurrente obtuvo 6,75 puntos, mientras que la adjudicataria alcanzó 5,09 puntos (sobre un máximo de 8 puntos), existiendo únicamente una diferencia de 1,66 puntos, lo que constituye, a su modo de ver, una valoración objetivamente irrazonable e ilógica. Se refiere así la sociedad recurrente, como ejemplo, al hecho de que en el concurso de 2004, con el mismo pliego de cláusulas administrativas particulares en este aspecto, se otorgó 1,75 puntos más por una diferencia de 15.000 euros en concepto de aportación económica, mientras que en el concurso de 2006 que ahora se cuestiona, sin variar el sistema de puntuación establecido en dicho pliego, la recurrente obtuvo tan solo 1,66 puntos más que la adjudicataria, a pesar de ofrecer 70.000 euros más y el doble de novillos, lo que pone de manifiesto que la motivación esgrimida por el Tribunal se fundamenta en puntuaciones erróneas, resultando de esta forma irrazonable e ilógica.

La Sala nuevamente desestima el motivo impugnatorio al considerar que como ha quedado debidamente acreditado, el único aspecto en el que la oferta de la recurrente resulta superior es el que atañe a la aportación económica. En este sentido, la sentencia impugnada declara en el fundamento séptimo que la puntuación máxima es de 8, otorgándose a la parte recurrida 5,09 puntos y a la recurrente 6,75 puntos, sin que se aprecie la desproporción alegada por dicha recurrente teniendo en cuenta que al mejorar la oferta de la adjudicataria le fueron otorgados 1,75 puntos más No deben ser objeto de confusión la reiterada falta de motivación con el no acogimiento por la sentencia impugnada de las pretensiones de la recurrente, pues a la consideración exclusivamente económica que la recurrente pretende asignar al presente criterio, son variados los factores a computar, según se desprende del pliego y de las ofertas; por lo que, considerando que en este criterio la oferta de la recurrente era superior a la de la adjudicataria, le reconoce mayor puntuación, sin que se haya justificado la existencia de la alegada arbitrariedad..

En consecuencia el TS desestima el recurso de casación en su integridad.

-STS de 24 de enero de 2012 (RJ/2012/229). Resolución contractual por desistimiento tácito de la Administración.

Dictada en recurso de casación  deducido contra Sentencia del TSJ de Madrid por la que se desestima un recurso contencioso administrativo interpuesto contra sendas resoluciones de la CAM, una de ellas presunta, por las que se denegaba la solicitud de revisión de oficio por causa de nulidad de la convocatoria para la adjudicación del contrato de obra para la construcción del Hospital Puerta de Hierro de Majadahonda, y se acordase la suspensión de la tramitación de dicho concurso hasta la resolución del anterior procedimiento, y subsidiariamente se reconociesen los daños causados a la recurrente y la correspondiente indemnización.


La Sala del TS, en primer lugar, admite la existencia de incongruencia omisiva en la Sentencia de instancia, puesto que la recurrente interesó en su demanda inicial, de forma subsidiaria, la percepción de una indemnización respecto de la que el TSJ de Madrid no realizó pronunciamiento alguno.


Los hechos probados consisten en que entre el INSALUD y la recurrente se suscribió un contrato para la redacción de un proyecto básico de obras para la construcción del Hospital Puerta de Hierro así como para la coordinación y dirección del proyecto de ejecución de las obras y las funciones de dirección facultativa de las mismas, quedando pendiente estas últimas obligaciones de dos condiciones: que permaneciese la necesidad asistencial de las obras y que se desarrollase el procedimiento de ejecución de las mismas. Tras la elaboración y abono del proyecto básico de obras, el INSALUD convoca la licitación para la contratación de la redacción del proyecto de ejecución y ejecución de las obras. Tras el traspaso de competencias a favor de la C.A. de Madrid, el Consejero de Sanidad acuerda poner fin al procedimiento de licitación iniciado y la CAM encarga a la recurrente la modificación del proyecto básico a fin de incrementar la superficie y la cuantía de la obra a ejecutar, lo que efectivamente se realiza y se recibe y abona con fecha 30 de diciembre de 2004. El 22 de septiembre de 2004 la CAM anuncia la licitación para la adjudicación del contrato de concesión para la redacción del proyecto de obra, la construcción y explotación del hospital. La recurrente presenta escrito ante la Administración autonómica solicitando la revisión de oficio anteriormente mencionada e inmediatamente después, desiste de dicha solicitud así como de la suspensión de la licitación, insistiendo en la indemnización de daños y perjuicios.

La Sala ante la solicitud de declarar resuelto el contrato firmado primigeniamente con el INSALUD, que consta en el escrito de demanda inicial, por incumplimiento de las obligaciones por parte de la subrogada CAM, recuerda que previamente la CAM había declarado resuelto el contrato, dado que su objeto se encontraba condicionado a la adjudicación, formalización e inicio de obras previstas en un proyecto de ejecución, que no se llevo a cabo. La Sala, por su parte, declara resuelto el mencionado contrato, si bien sometido a una serie de consideraciones.

Frente a la tesis sostenida por la CAM de que el contrato suscrito entre el recurrente y el INSALUD, que fue sucedido por la CAM, fue consumado y finalizó regularmente al devenir imposible el cumplimiento de la obligación accesoria pendiente de cumplimiento, la Sala rechaza dicha argumentación. Así, dado que el cumplimiento de las prestaciones aun subsistentes, sometidas a condición, se vio frustrado por el anuncio de nueva licitación de 22 de septiembre de 2004, al ser ésta incompatible con el anterior contrato, debe considerarse que ello supone un desistimiento unilateral y tácito de la Administración, previsto en el articulo 214 del TRLCAP, que impone la obligación de indemnizar con el abono al contratista del 10% del precio de los trabajos pendientes en el momento del desistimiento. En consecuencia declara contrarias a derecho las resoluciones recurridas  declara extinguido el contrato que unía a la recurrente con la CAM desde el año 1999, hasta el 30 de diciembre de 2004, en que se produjo la resolución por desistimiento tácito de la Administración, imponiendo el pago de una indemnización equivalente al 10% del precio acordado para las prestaciones contractuales pendientes de ejecución, tales como trabajos de coordinación, supervisión y dirección de ejecución de la obra, con los intereses desde la fecha del desistimiento. 

STS de 9 de diciembre de 2011. ( JUR/11/435645). Ausencia del Secretario de la Mesa de Contratación.

Dictada en recurso contencioso administrativo interpuesto contra resolución de la Mesa del Senado que adjudicó a favor de la empresa SIEMENS SA el contrato de suministro e instalación de equipos para la renovación de la red de detección y extinción de incendios de la Cámara. 

La recurrente plantea la nulidad de la resolución por diversos motivos, no obstante dado que gran parte de la controversia gira sobre la valoración de aspectos técnicos del suministro e instalación, en gran medida relacionados con las características físicas de la Sede del Senado en el que debe realizarse la prestación, centraremos nuestra atención en la pretendida nulidad de pleno derecho de la resolución al amparo del articulo 62.1,e) de la LPAC, por constitución inválida de la Mesa de contratación, dado que a la sesión que tenía por objeto la adjudicación no asistieron ni el vocal miembro de la Mesa de contratación del Senado, ni el secretario de la misma, sin que estuviese prevista su suplencia. La Sala desestima el motivo de nulidad al considerar que la ausencia del secretario de la Mesa no constituye un vicio insubsanable. A su juicio se confunde la suplencia de un miembro de un órgano colegiado con la sustitución temporal a que se refiere el articulo 25 de la LPAC. La sustitución fue acordada por la Mesa de contratación y recayó sobre la directora de Presupuesto y contratación del Senado, miembro también de la Mesa. El mencionado articulo 25. 2 y 3 LPAC establece que la designación y la sustitución temporal del Secretario por vacante, ausencia o enfermedad se realizará de acuerdo con las normas especificas del órgano y en su defecto por acuerdo del mismo, por lo que la sustitución temporal del Secretario se realiza según dicha norma especifica, desestimando en consecuencia el motivo de casación.

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA  ARAGÓN

- STJ de Aragón de Aragón  de 14 de diciembre de 2011 (JUR/2012/931). Contrato de servicios de transporte escolar. Derecho de preferencia. STJ de Aragón de 14 de diciembre de 2011 (JUR/2012/9232)

Dictada con motivo del recurso apelación interpuesto contra Sentencia de Juzgado contencioso administrativo de Teruel que considera conforme a Derecho la desestimación de sendos recursos de reposición contra resoluciones de la Dirección Provincial de Educación, Cultura y Deporte en relación con la adjudicación de rutas de transporte escolar.

El pliego de condiciones que regía la licitación del servicio objeto de contratación establecía, en aplicación de la Ley Ordenación de Transportes Terrestres, el ejercicio del derecho de preferencia previsto en el artículo 108 del Reglamento de desarrollo de la Ley. La aplicación de dicha previsión exigía que las condiciones de la prestación fueran equivalentes a las de la empresa a la que en otro caso se hubiera otorgado la autorización, dado que no puede considerarse el derecho de preferencia como un derecho ilimitado o absoluto. En el supuesto enjuiciado la Sala desestima el recurso dado que el derecho de preferencia aducido por la recurrente no resultaba de aplicación al haber obtenido una puntuación inferior a la de la empresa que resultó adjudicataria.  

III.- TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CONTRATOS PÚBLICOS DE ARAGÓN.
III.- TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CONTRATOS PUBLICOS DE ARAGON.


- Acuerdo 29/2011, de 15 de diciembre. Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares y de Prescripciones Técnicas. Acuerdo marco restrictivo de la competencia. Compromiso de adscripción medios personales y materiales. Subcontratación obligatoria


- Acuerdo 30/2011, de 19 de diciembre. Licitación. Falta de representación.


- Acuerdo 31/20011. Adjudicación. Valoración de propuesta. Cumplimiento prescripciones técnicas.


- Acuerdo 32/2011, de 22 de diciembre. Adjudicación. Oferta anormalmente baja.


- Acuerdo 1/2012, de 4 de enero. Licitación. Legitimación Comité de Empresa. Pretensión inconcreta y sin fundamentación.


- Acuerdo 2/2012, de 16 de enero. Adjudicación. Valoración de propuestas. Motivación de la adjudicación.


- Acuerdo 3/2012, de 16 de enero. Adjudicación. Valoración de propuesta. Cumplimiento prescripciones técnicas. Motivación de la adjudicación.


- Acuerdo 4/2012, de 16 de enero. Adjudicación. Valoración de propuestas. Motivación de la adjudicación.


- Acuerdo 5/2011, de 24 de enero. Adjudicación. Oferta anormalmente baja. Valoración de las propuestas.


- Acuerdo 6/2012, de 24 de enero. Adjudicación. Oferta anormalmente baja. Valoración de las propuestas y notificación de la adjudicación.


- Acuerdo 7/2012, de 6 de febrero. Adjudicación. Propuesta que vulnera normativa sobre propiedad industrial.


- Acuerdo 8/2012, de 7 de febrero. Adjudicación. Valoración de propuestas. Mejoras. Nulidad.

Dictado con motivo de los recursos especiales en materia de contratación pública interpuestos por MGO, MAZ, ASEPEYO contra la resolución de adjudicación del contrato denominado “ Servicio de prevención ajeno en materia de riesgos laborales en las áreas de vigilancia de la Salud individual y Colectiva e Higiene Industrial para la Universidad de Zaragoza, durante los años 2012 y 2013”.

Las cuestiones controvertidas se circunscriben a tres aspectos:

a.- Si la ausencia de parámetros objetivos en el PCAP para considerar una oferta anormalmente baja constituye una infracción del procedimiento de contratación, y si debe suplirse mediante la aplicación supletoria de la normativa contractual. A juicio del Tribunal tanto la no determinación en el PCAP de dichos parámetros como la omisión de normas de ponderación de las mejoras, relativas a las vigilancias de la salud colectiva e individual y la higiene industrial,  no constituyen un supuesto de nulidad de pleno derecho sino la exigencia de un mayor rigor en la evaluación de las mismas.

En todo caso la ausencia de parámetros objetivos para considerar una oferta anormalmente baja no es una infracción del procedimiento de contratación, que pueda suplirse con la aplicación supletoria de la legislación contractual, dado que de conformidad con el articulo 152.2 del TRLCSP su inclusión es una mera posibilidad y no obligación, por lo que el órgano de contratación voluntariamente ha obviado su establecimiento.

b.- Si la valoración realizada por la Mesa de Contratación de las ofertas de las licitadoras fue correcta en el criterio denominado “mejoras propuestas respecto a las condiciones mínimas del pliego”.

El Tribunal define inicialmente el concepto de “mejora” como “todo aquello que perfecciona la prestación del contrato sin que venga exigido o determinado, en las prescripciones que definen su objeto”, resaltando la vinculación al objeto de la prestación y la necesidad de  justificación de en qué mejora, porqué y con arreglo a qué criterios se valoran. El PCAP atribuye una puntuación en función de la mejora, sin determinar ni las características de las mejoras a tener en cuenta ni unas normas de valoración, con la inevitable incidencia en la transparencia de la adjudicación que ello conlleva. No obstante, recuerda que el pliego al no ser objeto de recurso alguno, había devenido en consentido y firme.

El informe sobre el que se fundamenta la resolución objeto de recurso atribuye la puntuación en función del número de mejoras que incluye cada proposición, sin que dicho criterio enumerativo esté contenido en el PCAP, resultando a juicio del Tribunal arbitrario y discriminatorio. Y ello porque la mera calificación de una mejora como tal por el licitador no significa que realmente lo sea; porque debe verificarse la calidad e idoneidad de cada propuesta, no pudiendo puntuar todas por igual; porque debe evitarse la valoración de una mejora en mas de una ocasión, debiendo diferenciarse entre ellas; y por último, porque las mejoras no pueden consistir en la ampliación de las prestaciones del contrato. 

c.- Si fue correcta la valoración de la oferta de la adjudicataria en el criterio “Memora técnica”.

El PCAP establecía que la memoria debía describir los trabajos a realizar incluyendo los apartados de metodología y plan de trabajo. El informe técnico emitido por la Unidad de Prevención de Riesgos laborales de la Universidad de Zaragoza, distribuye la valoración de este criterio, al 50% entre ambos aspectos, concediendo la misma calificación a todas las proposiciones respecto del plan de trabajo y asignando respecto de la metodología 2,5 puntos a la denominada “metodología estándar” y 2.5 a “utilización de tableta tablet”. A juicio del Tribunal el informe no realiza una aplicación inadecuada del concepto metodología de trabajo que pueda ser calificado de arbitrario, no siendo exigible como una prescripción técnica que debiera figurar en el PPT ya que toda metodología implica el uso de determinadas técnicas o métodos, sin que por ello deban ser consideradas como prescripciones técnicas que deban figurar en el PTT. La herramienta “tablet PC in situ” que hace que la metodología de trabajo sea más adecuada para la prestación del servicio.

Por todo ello, estima parcialmente los recursos especiales interpuestos anulando su adjudicación y ordenando la retroacción de las actuaciones al momento anterior a la valoración del criterio de adjudicación “ Mejoras respecto a las condiciones mínimas del pliego”. 
IV.   INFORMES DE JUNTAS CONSULTIVAS DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA.
A) Estado


Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

- Informe 35/10, de 6 de abril de 2011. “Día que determina el inicio del plazo para la revisión de precios en los contratos administrativos”. 
- Informe 7/11, de 6 de abril de 2011. “Proyecto de Orden por la que se regula la contratación centralizada en el Ministerio de Defensa y se modifica la composición y competencias de las Juntas de Contratación del Ministerio de Defensa, del Estado Mayor de la Defensa y los Ejércitos.” 

 
- Informe 21/11, de 6 de abril de 2011. “Proyecto de orden por la que se regula la composición y funciones de la Junta de Contratación y de la Mesa única de contratación del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio”. 

- Informe 17/10, de 23 de mayo de 2011. “Consulta sobre distintos apartados y relativos al ámbito de aplicación de la Ley 30/2007 de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público a diferentes tipos de contratos de suministros “.

- Informe 58/10, de 23 de mayo de 2011. “Plazo de pago aplicable a los entes, organismos y entidades que, aun perteneciendo al sector público estatal, no tengan, sin embargo, la consideración de Administración Pública”. 

- Informe 29/11, de 23 de mayo de 2011, “Cuestiones referidas a la publicidad de los procedimientos de adjudicación de los contratos”

- Informe 31/11, de 23 de mayo de 2011. “Órganos y entidades que deben entenderse sujetas a la obligación de integración de su perfil de contratante en la Plataforma de Contratación del Estado e información que han de publicar obligatoriamente en la misma”. 

- Informe 25/11, de 7 de julio de 2011. “Proyecto de orden sobre composición y funciones de la Junta de Contratación y de la Mesa de Contratación del Ministerio de Medio Ambiente y Medio Rural y Marino“.

- Informe 38-1/11, de 7 de julio de 2011. “Guías sobre compras verdes, Código de buenas prácticas ambientales para contratos de mantenimiento y obras menores para el desarrollo del Plan de Contratación Pública Verde de la Administración General del Estado”. 

- Informe 38-2/11, de 7 de julio de 2011. “Códigos de buenas prácticas ambientales, para la contratación de los servicios de limpieza de edificios para el desarrollo del Plan de Contratación Pública Verde de la Administración General del Estado.”

- Informe 38-3/11, de 7 de julio de 2011. “Guías sobre compras verdes, “Código de buen uso del papel y de las publicaciones para el desarrollo del Plan de Contratación Pública Verde de la Administración del Estado.” 

- Informe 39/11, de 7 de julio de 2011. “Proyecto de Real Decreto por el que se aprueban los materiales básicos y fórmulas-tipo generales de revisión de precios de los contratos de obras y de contratos de suministros de fabricación de las Administraciones Públicas".

- Informe 49/11, de 13 de septiembre de 2011. “Proyecto de real decreto /2011, de , de modificación del real decreto 1053/2010, de 5 de agosto, de desconcentración de facultades en materia de contratos, acuerdos técnicos y otros negocios jurídicos onerosos, en el ámbito del Ministerio de Defensa”. 
- Informe 36/10, de 28 de octubre de 2011. “Consulta sobre la forma de tramitar un expediente de contratación relativo al servicio de agencia de viajes y su relación con un acuerdo marco”. 
- Informe 37/10, de 28 de octubre de 2011. “Posibilidad de modificar un contrato para incluir una cláusula que permita la resolución anticipada de un derecho de superficie en la cual se fijen los requisitos y condiciones en que la misma puede producirse y los efectos que la misma tendría lugar para las partes y la posibilidad de llevar a cabo una reversión parcial”. 
- Informe 40/10, de 28 de octubre de 2011.  “Consideraciones sobre la condición de poder adjudicador de la entidad Fundación Patronato Zorroaga relacionada con el Ayuntamiento de Donostia-San Sebastián”. 
- Informe 41/10, de 28 de octubre de 2011. “Cuestiones que se comprenden en la expresión presupuesto igual o superior a 120.000 euros del artículo 54 de la Ley, referido a contratos de servicios y exigencia de clasificación de las empresas”. 
- Informe 42/10, de 28 de octubre de 2011. “Dudas sobre la modificación de la garantía constituida. Necesidad de ampliarla hasta cubrir el precio total y las consecuencias que acarrearía la no ampliación de la garantía definitiva”. 
- Informe 49/10, de 28 de octubre de 2011. “Normativa aplicable para la valoración de una concesión administrativa”. 
- Informe 52/10, de 28 de octubre de 2011. "Aplicación mediante convenio de colaboración de la prestación del servicio postal del ayuntamiento".
- Informe 56/10, de 28 de octubre de 2011. “Consulta sobre si en el pliego cláusulas administrativas particulares es posible regular cuestiones referidas a la relación contractual entre el contratista y el subcontratista y cuestiones de régimen transitorio referidas a la morosidad en las operaciones comerciales propias de la relación entre el contratista y sus proveedores”. 

- Informe 2/11, de 28 de octubre de 2011. “Consulta sobre diversas cuestiones relativas a la tramitación anticipada de contratos plurianuales y consideración sobre si contratos de servicios de naturaleza privada son contratos de regulación armonizada”. 
- Informe 4/11, de 28 de octubre de 2011. “Consulta sobre baremar las ofertas económicas en un pliego de cláusulas administrativas particulares valorando con mayor puntuación, en cuanto al precio, a ofertas que no se corresponden con la más baja”. 
- Informe 5/11, de 28 de octubre de 2011. “Consulta sobre prórroga de la concesión y modificación de la misma en uso del ius variandi y por motivo de interés público“.
- Informe 6/11, de 28 de octubre de 2011. “Consulta relativa a la problemática con la que se encuentran las empresas licitadoras ante los contratos de colaboración entre el sector público y el sector privado".
- Informe 8/11, de 28 de octubre de 2011. “Adjudicación del arrendamiento de varios apartamentos de titularidad municipal a dos miembros de la Corporación”. 
- Informe 12/11, de 28 de octubre de 2011. “Aplicación de un criterio de adjudicación que valore el porcentaje de trabajadores en situación de paro que se contratará para la ejecución del contrato”. 
- Informe 19/11, de 28 de octubre de 2011. “Interpretación de la disposición transitoria segunda, apartado d) de la Ley 34/2010, de 5 de agosto, en relación con el momento en que puede formalizarse el contrato por el efecto temporal de la suspensión automática que impide la formalización del contrato en tanto la misma no sea levantada por decisión de los órganos que determina la Ley”. 
- Informe 23/11, de 28 de octubre de 2011. “Procedencia de la motivación de la denuncia de una concesión. Alcance de la facultad de modificación de una concesión. Si puede considerarse como afecto al interés público la apertura de libre concurrencia al otorgar una nueva concesión".
- Informe 24/11, de 28 de octubre de 2011. “Efectos de la aplicación del IVA en los contratos”. 
- Informe 26/11, de 28 de octubre de 2011. “Posibilidad de realizar encomiendas de gestión a una sociedad declarada como un medio propio”. 
- Informe 37/11, de 28 de octubre de 2011. “Guía sobre compra pública innovadora”. 

B)
Cataluña


Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

Informe 8/2011, de  27 de octubre, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Cataluña. Posibilidad de considerar como incumplimiento contractual la falta de pago del precio pactado a subcontratistas y a suministradores por parte del contratista principal, a efectos de poder retener la garantía definitiva prestada por el contratista principal.
Informe 9/2011, de  27 de octubre, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Cataluña. Posible concurrencia de una causa de prohibición de contratar de una fundación por el hecho de estar presidida por cargos electivos de entidades locales, o que éstos formen parte del órgano de administración de la fundación, en representación de la entidad local correspondiente.
Informe 10/2011, de  27 de octubre, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Cataluña. Posibilidad que el Consorcio de Salud y de Atención Social de Cataluña actúe como órgano centralizado de contratación y determinación de qué entes del sector público pueden actuar como órganos centralizados de contratación.
C)
Andalucía

Órgano:   Comisión Consultiva de Contratación Administrativa.

Informe 6/2011, de 7 de diciembre, sobre calificación jurídica y clasificación de un contrato de servicio de monitores de comedor en centros docentes públicos.
Informe 7/2011, de 7 de diciembre, sobre interpretación de la disposición transitoria segunda de la Ley 34/2010, de 5 de agosto, de modificación de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público.
Informe 1/2012, de 24 de febrero, sobre interpretación de la expresión "concurrir individualmente" contenida en el artículo 86.1 del Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento general de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas.
Informe 2/2012, de 24 de febrero, sobre incautación del importe de la garantía provisional en los supuestos de no formalización del contrato por causa imputable al adjudicatario.
D)
Comunidad Valenciana

Órgano:   Junta Superior de Contratación Administrativa.

Informe 4/2011, de 22 de noviembre de 2011. Inexistencia de contrato de gestión de servicio público. Contratos con pluralidad de objeto. Contratos mixtos. Desistimiento del procedimiento. 
Informe 5/2011, de 22 de noviembre de 2011. Fórmula de revisión de precios en contratos de servicios. Improcedencia de aplicación de las fórmulas de revisión de precios para los contratos de obras. Consecuencias.
Informe 6/2011, de 22 de noviembre de 2011. Cuestiones que no son objeto de esta junta. Prerrogativa del órgano de contratación de interpretar los contratos. Incumplimiento de las restantes obligaciones esenciales del contrato. 
Informe 7/2011, de 22 de noviembre de 2011. Ofertas con valores anormales o desproporcionados y su aplicación al procedimiento negociado. Justificaciones del licitador incurso. Condiciones excepcionalmente favorables para ejecutar la prestación.
Informe 8/2011, de 1 de febrero de 2012. Penalidades por demora en la ejecución de un contrato de obras. Plazo de prescripción de la acción para el inicio de nuevo expediente de imposición de penalidades al mismo contratista una vez decretada la caducidad del primer expediente.
E)
Aragón

Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
- Informe 25/2011, de 23 de noviembre, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Admisión de una proposición en el supuesto de que el tipo aplicado del Impuesto sobre el Valor Añadido (IVA) difiera del señalado en el pliego de cláusulas administrativas particulares, y si debe de tenerse en cuenta el importe del IVA en la valoración del precio como criterio de adjudicación.

- Informe 26/2011, de 23 de noviembre, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Actos dictados por los órganos de contratación. Posibilidad de interpretar que todos ellos agotan vía administrativa.

- Informe 27/2011, de 23 de noviembre, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Consideraciones sobre la posibilidad de modificados de contratos si no se han previsto en el pliego.

- Informe 28/2011, de 23 de noviembre, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Proyecto de Decreto del Gobierno de Aragón por el que se regula la Comisión de Comunicación Institucional.

- Informe 1/2012, de 1 de febrero, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Alcance de la Disposición adicional vigésima novena del texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, en relación con el contrato de gestión de servicios públicos.

- Informe 2/2012, de 1 de febrero, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Oferta anormalmente baja presentada por una Unión Temporal de Empresas. Justificación aportada, a titulo individual, por uno de sus integrantes.

- Informe 3/2012, de 1 de febrero, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Consideraciones sobre la determinación de la duración del contrato y la exigibilidad en el cumplimiento de las obligaciones tributarias y con la Seguridad Social.

- Informe 4/2012, de 1 de febrero, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Condiciones contractuales que tienen carácter esencial a efectos de la modificación de los contratos.

- Informe 5/2012, de 7 de marzo, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Posibilidad de que un Ayuntamiento garantice mediante aval bancario los pagos derivados de un contrato que vaya a licitar.

- Informe 6/2012, de 7 de marzo, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Consecuencias de la alteración de un acuerdo marco por crisis económica. Subrogación de trabajadores.

- Informe 7/2012, de 7 de marzo, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Cuestiones derivadas de los criterios de resolución de empates en la valoración de las ofertas.

- Informe 8/2012, de 7 de marzo, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Capacidad de las sociedades civiles para contratar con las Administraciones Públicas.

F)
Islas Baleares

Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

Informe 3/2011, de 30 de septiembre. Los encargos de gestión. El expediente del encargo: el informe jurídico
Informe 4/2011, de 30 de septiembre. Los encargos de gestión. El reconocimiento de la condición de medio propio y la imposibilidad de participar en las licitaciones públicas que se deriva de esta condición
G)
Madrid

Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

Acuerdo 14/2011, de 27 de diciembre, por el que se informa a los órganos de contratación de los principales cambios del texto refundido de la ley de contratos del sector público. 
Informe 1/2012, de 22 de febrero, sobre exclusión del ámbito de aplicación de la ley de contratos del sector público de determinados contratos del IMIDRA.
Informe 2/2012, de 22 de febrero, sobre posibilidad de subsanación de solvencia técnica.
V. DICTÁMENES DEL CONSEJO DE ESTADO Y DE LOS CONSEJOS CONSULTIVOS DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS.
A) Consejo de Estado
- Dictamen 1733/2011, de 15 de diciembre,  del Consejo de Estado relativo a la Resolución de oficio del contrato de consultoría y asistencia para la revisión del PGOU de Marina de Cudeyo
B)
Comisión Jurídica Asesora de Euskadi

Dictamen  261/2011 (06/07/2011). Consulta 229/2011, relativa a la resolución del contrato de servicios de ejecución del proyecto de plataforma de servicios digitales al ciudadano en al ámbito deportivo local (e-kirol).
C)
Consejo Consultivo de Aragón

Dictamen nº 110/2011.  Resolución de varios contratos menores de servicios relativos al desarrollo y puesta en funcionamiento de distintos programas informáticos, suscrito por el Ayuntamiento de Monzón (Huesca).
Dictamen nº 125/2011. Resolución del contrato para la gestión indirecta mediante concesión del servicio público “Complejo Municipal Moli de L’Hereu” suscrito por el Ayuntamiento de Rafales (Teruel).
Dictamen 131/2011, Resolución de contrato suscrito por el Ayuntamiento de la Villa de Sádaba para la adecuación de complejo deportivo (adecuación parcial piscinas).
1

